3. ASPECTOS LEGALES

Este capítulo describe las principales leyes y decretos que regulan el tema objeto de este estudio, como así también, los convenios internacionales ratificados por el país. 

3.1. Normas nacionales

La normativa nacional comprende una serie de leyes y decretos que, directa o indirectamente, de manera específica en unos casos o más general en otros, refieren a la conservación de los recursos naturales, la diversidad biológica y los bienes culturales, a las medidas de protección que deben tomarse de modo de asegurar la sostenibilidad en el uso de esos bienes naturales y culturales y a minimizar los impactos negativos de obras, proyectos o actividades que perjudiquen el ambiente. 

3.1.1. Relacionadas a la protección del medio ambiente, los recursos naturales, la diversidad biológica y los bosques 

a. Protección del medio ambiente

· Constitución de la República (1967, enmendada en 1996) 

El artículo 47 establece que “la protección del medio ambiente es de interés general.  Las personas deberán abstenerse de cualquier acto que cause depredación, destrucción o contaminación graves al medio ambiente. La ley reglamentará esta disposición, y podrá prever sanciones para los transgresores”

· Ley general de protección del ambiente (ley No 17283 del 12.12.00) 

Esta ley reglamenta el artículo 47 de la constitución. Declara de interés general la protección del ambiente (calidad del agua, aire, suelo y paisaje); la conservación de la diversidad biológica y la configuración de la costa; la reducción y manejo adecuado de las sustancias tóxicas; la prevención y mitigación de impactos negativos ambientales; la protección de recursos ambientales compartidos, y, la formulación, instrumentación y aplicación de la política nacional ambiental.

Se establece que los habitantes del país tienen  el derecho a ser protegidos en el goce de un ambiente sano y equilibrado, y, se regula el deber genérico del Estado y de las personas al respecto.


La ley plantea disposiciones generales, establece principios de política ambiental, enumera los instrumentos de gestión y encarga al MVOTMA la coordinación de la gestión ambiental integrada del Estado, la educación ambiental, los beneficios tributarios a las empresas y las sanciones y medidas complementarias. Otras disposiciones a que refiere son, soluciones legales para la calidad del aire, capa de ozono, cambio climático, sustancias químicas, residuos, desechos peligrosos, diversidad biológica y bioseguridad.

· Ley de Evaluación de Impacto ambiental (ley Nº 16466/994 y decreto reglamentario 349/005)

La ley (artículo 2º) define el concepto de “impacto ambiental negativo o nocivo” a “toda alteración de las propiedades físicas, químicas o biológicas del medio ambiente causada por cualquier forma de materia o energía resultante de las actividades humanas que directa o indirectamente perjudiquen o dañen la salud, seguridad o calidad de vida de la población. Las condiciones estéticas, culturales o sanitarias del medio. La configuración, calidad y diversidad de los recursos naturales”.

El decreto reglamentario (del año 2005 que modifica el anterior del año 1994) actualiza el régimen de evaluación de impacto ambiental de proyectos. Incluye actividades que no habían sido contempladas en la anterior reglamentación como el caso de las plantaciones forestales, entre otras, deben ser sometidas a “autorización ambiental previa”(AAP).  Las actividades, construcciones u obras (34 en total) que requieren de AAP por parte del Ministerio competente (MVOTMA) para su ejecución, independientemente que la titularidad sea pública o privada se establecen en el artículo 2º. A continuación se transcriben aquellas que están relacionadas a este estudio.

1) Construcción de carreteras nacionales o departamentales y toda rectificación o ensanche de las existentes, salvo respecto de las carreteras ya abiertas y pavimentadas, en las que la rectificación o ensanche deberá modificar el trazado de la faja de dominio público, con una afectación superior a 10 (diez) hectáreas.

3) Construcción de nuevos puentes o la modificación de los existentes cuando implique    realizar nuevas fundaciones.

      13) Extracción de minerales a cualquier título, cuando implique la apertura de minas (a cielo abierto, subterráneas o subacuáticas), la realización de nuevas perforaciones o el reinicio de la explotación de minas (a cielo abierto, subterráneas o subacuáticas) o perforaciones que hubieran sido abandonadas y cuya autorización original no hubiera estado sujeta a evaluación del impacto ambiental. Se exceptúa la extracción de materiales de la Clase IV prevista en el artículo 7° del Código de Minería (Decreto Ley No. 15.242, de 8 de enero de 1981), cuando se realice en álveos de dominio público, o, cuando se extraiga menos de 500 (quinientos) metros cúbicos semestrales de la faja de dominio público de rutas nacionales o departamentales, así como de canteras destinadas a obra pública bajo administración directa de organismos oficiales.
      25) Construcción de represas con una capacidad de embalse de más de 2 (dos) millones de metros cúbicos o cuyo espejo de agua supere las 100 (cien) hectáreas.
      26) Construcción de canales, acueductos, sifones o estaciones de bombeo que se utilicen para riego, cuando conduzcan más de 2 (dos) metros cúbicos por segundo.
      27) Instalación de tomas de agua, con capacidad para extraer más de 500 (quinientos) litros por segundo respecto de los cursos de agua superficiales y más de 50 (cincuenta) litros por segundo para las tomas de agua subterránea.
      30) Nuevas plantaciones forestales de más de 100 (cien) hectáreas en un establecimiento o unidad de producción.        

     34) Las actividades, construcciones u obras que se proyecten dentro de las áreas naturales protegidas que hubieran sido o sean declaradas como tales y que no estuvieren comprendidas en planes de manejo aprobados con sujeción a lo dispuesto en la Ley No. 17.234, de 22 de febrero de 2000. La enumeración precedente, es sin perjuicio de aquellas otras actividades, construcciones u obras que sean incorporadas por el Poder Ejecutivo, actuando en acuerdo del Presidente de la República con el Ministro de Vivienda,  Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y el Ministro del área al que corresponda la actividad, construcción u obra que se incorpora.
Asimismo, la normativa establece el procedimiento a seguir y los documentos a presentar por parte del proponente, como los plazos mínimos en que debe expedirse el organismoy os requisitos mínimos a seguir para solicitar la autorización ambiental previa . El MVOTMA es la institución con competencias para autorizar o no la realización de actividades.

      
      b) Areas protegidas

· Ley de creación de un Sistema de Areas Naturales Protegidas  (Ley 17.234/00 y decreto reglamentario /005)sin numerar?
Acorde a lo establecido en el artículo 47 de la constitución, se declara de “interés general la creación y  gestión de un Sistema Nacional de Areas Naturales Protegidas, como instrumento de aplicación de las políticas y planes nacionales de protección ambiental”

Establece esta ley, que la creación del sistema tiene por objetivo general armonizar los criterios de planificación y manejo de las áreas a proteger; y por objetivos específicos, proteger la diversidad biológica y los ecosistemas, los hábitats naturales, las formaciones geológicas y geomorfológicas, los objetos, sitios y estructuras culturales, históricas y  arqueológicas; el mantener paisajes singulares; evitar el deterioro de las cuencas hidrográficas; proveer oportunidades para la educación ambiental, la recreación al aire libre compatibles con el ambiente y  el ecoturismo, y contribuir al desarrollo socioeconómico fomentando la participación de las comunidades locales tanto en  las áreas como en su zona de influencia.

La ley define cuatro categorías de manejo: Parque Nacional, Monumento Natural, Paisaje Protegido y Sitios de Protección . El decreto reglamentario, aprobado en 2005, amplia las categorías, incluyendo Áreas de manejo de hábitats y/o especies y Area protegida con recursos manejados
Otorga a los Gobiernos Departamentales la posibilidad de declarar áreas de conservación o reservas departamentales, las que podrán ser incorporadas al Sistema Nacional de Areas Protegidas por el Poder Ejecutivo, de conformidad con lo dispuesto por la ley.

La competencia es otorgada al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, quien tendrá a su cargo la formulación, ejecución, supervisión y evaluación de los planes nacionales referidos a las áreas naturales protegidas. Debiendo éste seleccionar y delimitar las mismas, así como volver a delimitar y clasificar las ya existentes, y efectuar la transferencias dominiales, al Ministerio, de los inmuebles que correspondieren, de acuerdo a lo dispuesto por el art. 8vo de la Ley 16.112, sin que sea necesario el consentimiento del organismo titular, cuando se trate de incisos de la Administración Central.

Por último, deroga la disposición que confiere competencia en la materia al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca,(art.207 de la Ley 16.320) que hasta la fecha de promulgación de la ley era el Organismo competente en áreas protegidas. Y se establece la vigencia de las normas anteriores que hubieran creado áreas naturales protegidas, las que serán interpretadas y aplicadas según lo dispuesto en la ley y en la reglamentación correspondiente.
c. Aire

La Ley de protección del medio ambiente declara en su artículo 1º que es de interés general la protección del ambiente, de la calidad del aire, del agua, del suelo y del paisaje. El artículo 17 hace referencia específicamente a la calidad del aire, “queda prohibido liberar o emitir a la atmósfera, directa o indirectamente, sustancias, materiales o energía, por encima de los límites máximos o en contravención de las condiciones que establezca el Ministero de Vivienda, Ordenamiento. A tales efectos dicho Ministerio tendrá en cuenta los niveles o situaciones que puedan poner en peligro la salud humana, animal o vegetal, deteriorar el ambiente o provocar riesgos, daños o molestias graves a seres vivos o bienes.” 

d. Suelos y aguas

· Ley de Conservación de Suelos y de Aguas (Ley 15.239 de 1981 y su reglamentación Decreto 333/04 de 16 de setiembre de 2004 que sustituye el Decreto 284/990) 

Esta norma declara de interés nacional, “promover y regular el uso y conservación de los suelos y las aguas superficiales destinadas a fines agrarios”. Comprende básicamente una política de prevención, un régimen de control y un régimen de infracciones y multas.
Establece un régimen general de conservación de suelos y aguas superficiales destinadas a fines agropecuarios; define de interés nacional la prevención y el control de la erosión y degradación de suelos, señala estándares técnicos sobre el laboreo y el uso de la tierra y prevé la prohibición de realizar ciertos cultivos en determinadas áreas. 

El decreto reglamentario se refiere a la forestación en el artículo 2 (de la clasificación de capacidad de uso de las tierras) indicando que los bosques en “tierras no arables” mejora su aprovechamiento, indicando que son “tierras exclusivas de uso pastoril o forestal”. Dentro de las tierras no arables, se definen aquellas “clase G” según presenten una o más de una serie de limitantes. Una de ellas son los “suelos de texturas arenosas de muy baja fertilidad natural.” “En estos casos son tierras muy aptas para la producción forestal y muy limitadas para pasturas (coinciden con las áreas declaradas de prioridad forestal” 

· Código de Aguas (Decreto Ley Nº 14859 de 15/12/78; modificado parcialmente en 1984 y 1991)) 

Establece las atribuciones y responsabilidades del Poder Ejecutivo para administrar las aguas del país en cuanto a cantidad y calidad. Es la base legal del sistema de protección de aguas, públicas o privadas en contra de la contaminación. “Las corrientes de agua navegables o flotables en todo o parte de su extensión, son  bienes de dominio público no susceptibles de propiedad privada” y “el derecho de propiedad de las aguas de propiedad privada está limitado por leyes” (Mantero, 1995)

Originalmente el código disponía que el Ministerio competente estaba encargado de actualizar el inventario de los recursos hídricos del país. En el mismo se debían registrar ubicación, volumen, aforo, niveles, calidad, grado de aprovechamiento y otros datos técnicos que se consideraran pertinentes. A partir del año 2000, la ley de Protección del Medio Ambiente, establece que el inventario hídrico previsto en el Código de Aguas estará a cargo del MTOP y del MVOTMA en forma conjunta. Cada uno se ocupará de las tareas que le competen (MTOP datos relativos a la cantidad del recurso y MVOTMA lo referente a la calidad de las aguas).

A nivel departamental existen normas específicas en cuanto a la calidad del agua.

· Ley de Riego (Ley Nº 16.858 de 3/9/97 y decreto reglametario Nº 404 de 11/10/01)

Regula la construcción de obras hídraulicas y el aprovechamiento del agua para riego agrario. El decreto establece cuáles son los requisitos para presentar un proyecto de riego, las sanciones a que serán sometidos los infractores y la documentación, requisitos y procedimientos a seguir según se trate de solicitudes nuevas, renovaciones, modificaciones y cesiones. 

· Decreto Nº 253/79 (09.05.79 y las modificaciones de los Decretos 232/88, 698/89 y 195/91 incluidas)

Se aprueban las normas para prevenir la contaminación ambiental mediante el control de la contaminación de aguas en todos los cursos de agua del territorio nacional. El artículo 3º clasifica los cursos según sus usos preponderantes actuales o potenciales en cuatro clases:

“CLASE 1: Aguas destinadas o que puedan ser destinadas al abastecimiento de agua potable a poblaciones con tratamiento convencional.

CLASE 2:  a) Aguas destinadas al riego de hortalizas o plantas frutícolas u otros cultivos destinados al consumo humano en su forma natural, cuando éstas son usadas a través de sistemas de riego que provocan el mojado del 

producto. b) Aguas destinadas a recreación por contacto directo con el cuerpo humano.

CLASE 3: Aguas destinadas a la preservación de los peces en general y de otros integrantes de la flora y fauna hídrica, o también aguas destinadas al riego de cultivos cuyo producto no se consume en forma natural o en aquellos 

casos que siendo consumidos en forma natural se apliquen sistemas de riego que no provocan el mojado del producto.

CLASE 4: Aguas correspondientes a los cursos o tramos de cursos que atraviesan zonas urbanas o suburbanas que deban mantener una armonía con el medio, o también aguas destinadas al riego de cultivos cuyos productos no 

son destinados al consumo humano en ninguna forma.”

S establecen los estándares de los parámetros máximos para cada una de las clases. 

El art. 11 afirma que “ningún efluente podrá ser vertido si no cumple como mínimo con los siguientes estándares, sin perjuicio de otros requerimientos que surjan de estas normas”. 
· Decreto Nº 123/99 de 28/4/99 

Establece sanciones por contravención al Código de Aguas,.

e.Geología

· Código de minería (Ley Nº 15242, parcialmente modificado en 1983, ley Nº 15156)

El código y su decreto reglamentario regulan los aspectos relativos a la minería y explotación del subsuelo. Pone bajo estricto control todas las actividades mineras. “La mina constituye un inmueble distinto y separado del predio superficial” según establece el artículo 3º y “todos los yacimientos de sustancias minerales existentes en el subsuelo marítimo o terrestre, o que afloren en la superficie del territorio nacional, integran, en forma inalienable e imprescriptible, el dominio del Estado” (artículo 4º).

Las actividades mineras de prospección, exploración y explotación pueden ser llevadas a cabo por el Estado o por privados previo otorgamiento de un título que otorga el organismo competente.

La actividad minera está comprendida dentro de la Ley de impacto ambiental por lo que debe solicitarse la AAP al organismo competente. 

f. Fauna
Este recurso cuenta con una normativa abundante y dispersa. La ley de fauna propiamente dicha data del año 1935 y a partir de esa fecha se han aprobado una serie importante de normas, fundamentalmente decretos y resoluciones ministeriales, sobre todo, en relación a la caza.  Se presentan acá apenas aquellas que se consideran más importantes a los efectos de la evaluación de impacto ambiental. 

De acuerdo al Código Rural (Ley Nro. 10.024 de 14/06/1941), los animales silvestres son propiedad de los tenedores de la tierra. 

· Ley de fauna (N° 9481 de 4 de julio de 1935, decreto reglamentario, 28.2.47)

Establece bajo control y reglamentación del Estado la conservación y explotación de todas las especies zoológicas silvestres (mamíferos, aves, etc.) independientemente de la época o lugar en que se encuentren y asigna competencias sobre la fauna al MGAP.
· Decreto 164/1996 ( 2 de mayo de 1996)

Reglamenta la ley de fauna y normas subsiguientes. Es el instrumento normativo básico que contiene definiciones de “acto de caza”, caza deportiva, caza comercial, caza de control, caza con fin es científicos, libre de caza, etc. Reglamenta el destino de los animales y productos decomisados.

· Ley presupuestal (N°16170 , de 28 de diciembre de 1990, art. 274) 
Establece como se distribuirá el producto de multas aplicadas por violaciones o infracciones a las disposiciones sobre fauna nativa y de la venta de productos derivados de la fauna y otros implementos que sean decomisados. 

· Ley presupuestal (N° 16320 de 1° de noviembre de 1992, art. 208)

Otorga competencias de control y represión de ilícitos contra la fauna en todo el territorio nacional a los funcionarios policiales, aduaneros, de la Prefectura Naval e inspectivos del Departamento de Fauna de la Dirección General de  Recursos Naturales Renovables.

· Ley presupuestal (N° 16736  de 5  de enero de 1996, arts. 275 y 285)

Otorga competencia al MGAP para expedir permisos de caza y regula las sanciones por infracciones.

· .Decreto 12/985 de 09/01/1985, 
Declara Monumento Natural al venado de campo Ozotoceros bezoarticus. 

Otras especies como la nutria también cuentan con medidas específicas de protección.

· Decreto 254/985 de 26 de diciembre de 1985.
Establece la obligatoriedad de identificación de los cueros o pieles de animales de la fauna silvestre de caza autorizada. 

· Ley Nº 16736, de 5 de enero de 1996 - art. 273 

Se busca proteger el equlibrio ecológico mediante prohibición de introducción de fauna exótica susceptible de volverse silvestre sin autorización del Ministerio de Ganadería Agricultura y Pesca (MGAP). La misma ley regula las sanciones a las infracciones dispuestas por la Convención sobre Comercio Internacional de Especies amenazadas de Fauna y Flora. 

Otras normas aprobadas declaran plaga nacional al jabalí Sus scrofa (Decreto 463/982 de 15/12/1982) y al garibaldino Agelaius ruficapillus  (Decreto 475/991 de 04/09/1991)
g. Flora

La legislación en este caso ha sido y es escasa, si bien algunas leyes y decretos datan de la primera mitad del siglo pasado, como es el caso de la prohibición de corta de las palmeras, en el correr de los años no se han promulgado normas de especial referencia a la flora. No existen medidas protectoras para otras especies de la flora nativa a excepción de las especies arbóreas y o ecosistemas representativos como la pradera que es  el ecosistema dominante del país. 

· Ley forestal (ley 15239, 28.12.1987)

El artículo 24  prohibe la corta o cualquier otra operación que atente contra la supervivencia del bosque nativo. Se mencionan como salvedades el uso doméstico y alambrado del establecimiento al que pertenece el bosque y cuando medie una autorización previa de la Dirección General Forestal basada en un informe técnico donde se detallan las causas que justifican la corta de ese bosque, así como los planes de explotación a efectuarse.
Por el artículo 25 de esta ley se hace referencia específicamente a los palmares naturales, prohibiéndose su destrucción y las operaciones que atenten contra su supervivencia.

Se establecen normas tendientes a un mayor contralor tendientes a hacer más efectiva la protección del recurso como guías de tránsito para productos del monte nativo, control en las barracas y acopiadores de estos productos cuyos decretos se presentan a continuación.
En 1993, el decreto 330/93 refiere a la corta y extracción de productos forestales del monte nativo y a la exigencia de autorización deguías para su traslado. Y en el año 2000, el decreto 131 fija la tasa por la expedición de guías de tránsito de productos forestales provenientes del monte nativo.

El decreto 784/986 fue previo a la ley y en el se enumeran determinadas especies de monte nativo y se declara de interés nacional su preservación, se reglamenta su corta y explotación y las sanciones a las infracciones, como un primer intento de protección de los bosques.
Por el Decreto 249/00 se crea una Comisión de Evaluación de Riesgo de Vegetales Genéticamente Modificados integrada por especialistas de los Organismos que se determinan
h. Bosque implantado
· Ley forestal (No 15939 del 28.12.87 y decretos reglamentarios) 

Esta ley es el principal instrumento jurídico para el desarrollo del Sector Forestal. Los objetivos de la política forestal que se implementa al promulgarse la ley son:  
i) desarrollo sustentable del sector forestal; ii) uso racional del recurso bosque nativo; iii) protección de los principales cursos de agua y embalses hidroeléctricos; iv) incremento de la base forestal con especies introducidas de rápido crecimiento en suelos

de baja productividad para los usos alternativos de los mismos por parte del resto de las actividades agropecuarias; v) desarrollo industrial en zonas donde el mismo es inexistente o tiene un desarrollo reducido; vi) debido a las características del mercado interno y de las posibilidades del mercado externo, desarrollo de un modelo exportador de productos con un alto valor agregado. 

La actividad forestal se declara de interés nacional de acuerdo al Art. 1º y se establece en el Art. 2º que la política forestal nacional será competencia de la Dirección General Forestal

En grandes líneas la ley promueve desde el punto de vista económico el  desarrollo de los bosques existentes, la plantación de nuevos bosques y la protección del bosque 

nativo. Se presentan mecanismos de subsidios, exoneraciones impositivas, mecanismos de subsidio, y líneas de crédito para la forestación.

Los decretos reglamentarios de la ley definen los suelos de prioridad forestal. Luego de la promulgación de la 1ª ley forestal (1968) son así declarados todos los suelos de las zonas 7,8 y 9 del CIDE así como los grupos de suelos S09 y algunos correspondientes al grupo 09. En 1988 (decreto Nº 452/88), se agregan a los anteriores los grupos 5.01C, 09.2 y 09.5 y los grupos 2.11A, 2.12 y 2.14 de determinadas secciones judiciales de los departamentos de Florida, Lavalleja y Maldonado. En 1990 (decreto 333/90) se incorporan los grupos 09.1 y 09.4 mientras que los grupos 2.11  A y 2.12 pasan a ser de prioridad forestal cualquiera sea su ubicación (decreto Nº 26/93). Por último, por decreto 191/06 del 16 de junio de 2006, se modifica los suelos de prioridad forestal  y en julio del mismo año por decreto 220 se modifica el art.3º del decreto anterior.

Los diferentes decretos reglamentarios tratan los aspectos relativos a la prevención de incendios, a los beneficios, subsidios y exoneraciones tributarias,.entre otros. En anexo se presenta un cuadro con las leyes y decretos correspondientes a la actividad forestal (modificado de www.mgap.gub.uy) 
3.1.2. Relacionadas a los recursos histórico - culturales

· Ley de Creación de la Comision del Patrimonio Historico, Artistico y Cultural de la Nacion (Ley Nº 14.040 del 27 oct/971  decreto reglamentario 536/972))

Esta ley crea la Comisión del Patrimonio Histórico, Artístico y Cultural de la Nación en la órbita del Ministerio de Educación y Cultura, la que estará  integrada por directores de instituciones relacionadas directamente con el tema objeto de la ley (Museo Histórico Nacional; Director del Archivo General de la Nación; Biblioteca Nacional;  Museo Nacional de Bellas Artes); y representantes y delegados del Ministerio de Educación y Cultura; de la Facultad de Arquitectura; de la Intendencia Municipal de Montevideo y de las Intendencias del Interior; del Ministerio de Relaciones Exteriores; del Instituto Histórico y Geográfico: del Museo de Historia Natural: de la Sociedad de Amigos de la Arqueología; y del Instituto Nacional de Numismática.

Esta Comisión tiene por cometidos, de acuerdo al artículo 2º, 1)Asesorar al Poder Ejecutivo en el señalamiento de los bienes a declararse monumentos históricos; 2) Velar por la conservación de los mismos, y su adecuada promoción en el país y en el exterior;3) Proponer la adquisición de la documentación manuscrita e impresa relacionada con la historia del país que se halle en poder de particulares, las obras raras de la bibliografía uruguaya, las de carácter artístico, arqueológico e histórico que por su significación deban ser consideradas bienes culturales que integran el patrimonio nacional; 4) Proponer el plan para realizar y publicar el inventario del patrimonio histórico, artístico y cultural de la nación, y 5º) .Cuando lo considere conveniente, la Comisión propondrá modificar el destino de los bienes culturales que integran el acervo de los organismos oficiales en ella representados.

Asimismo se constituye un Fondo Especial que se integrará por una serie de partidas que se enumeran (porcentaje de utilidad que obtengan casinos; presupuesto general de gastos; herencias, legados y donaciones, y proventos de la propia Comisión), los que serán dispuestos por la propia Comisión.

Se establecen en los artículos subsiguientes, que tipo de monumentos serán declarados históricos y específicamente así lo hace en el artículo 6º con la ruta del éxodo seguida por Artigas. Al declarar un monumento se deberá indicar el régimen de servidumbre a aplicarse en cada caso. Las mismas serán, prohibición de realizar modificaciones arquitectónicas que alteren las características del edificio así como destinarlos a usos no compatibles con el objeto de la ley; obligación de proveer para la conservación del inmueble y efectuar las reparaciones necesarias para ese fin, las que serán fiscalizadas  por la Comisión y en algunos casos esta podría realizar una contribución de hasta el 50%. La obligación de permitir las inspecciones que disponga la Comisión para comprobar el estado de conservación del bien y del fiel cumplimiento de las obligaciones y prohibiciones consagradas por la ley.
En caso que el  inmueble sea propiedad de particular se deberá convenir un régimen de  visitas. En casos que se justifiquen se procederá a la expropiación del bien.


El artículo 14 establece que “La Comisión tendrá a su cargo la preservación de los sitios arqueológicos como paraderos, túmulos, vichaderos y tumbas indígenas, así como los elementos petrográficos y pictográficos del mismo origen. Su autorización será requerida para toda exploración y prospección de dichos sitios; en caso de ser acordada, se extenderá con relación a un solo yacimiento y por un plazo determinado, debiendo ser ejecutada de acuerdo a directivas precisas y bajo la dirección de personal especializado designado por la Comisión.

Si en el curso de trabajos de movilización de terrenos se descubriera algún sitio de los referidos, dichos trabajos deberán ser suspendidos y notificada la Comisión, serán reanudados una vez tomadas las medidas de preservación necesarias. Al mismo régimen previsto en el presente artículo estarán sometidos los yacimientos paleontológico”

El artículo 15 enumera aquellos objetos cuya salida del país está prohibida, a)  Piezas raras o singulares de material arqueológico o paleontológico provenientes de sus primeros pobladores; b) Muebles y objetos de uso decorativos que se distingan por su excepcional singularidad, antigüedad o rareza; c) Obras plásticas de artistas nacionales o extranjeros cuya conservación en el país sea necesaria a juicio de la Comisión; para prohibir la extracción del territorio, se tendrán en cuenta el valor estético de la pieza, la abundancia o escasez de otras similares y toda otra circunstancia que la dote de singularidad en el conjunto de la obra del artista; d) Manuscritos históricos y literarios, cualquiera sea la época a que pertenezcan o el personaje con el que se relacionen, e impresos de antigüedad no menor de ochenta años; e) Piezas antiguas o raras de la numismática nacional; f) Piezas antiguas o raras de la bibliografía nacional, así como conjuntos bibliográficos de valor excepcional.

Se podrán hacer excepciones debidamente justificadas y de forma temporal 

Se establecen sanciones y multas por incumplimiento a lo establecido en la normativa.

3.2  Convenios Internacionales ratificados por Uruguay

Se presentan a continuación los principales convenios ratificados por el país relativos a la conservación de  la diversidad biológica, los recursos naturales, la ordenación sostenible de los bosques y la protección atmosférica.  

· Convenio sobre Diversidad Biológica. 

Tiene por objetivo conservar la diversidad biológica de la tierra promoviendo la conservación, la utilización sostenible de sus componentes, y la participación justa y equitativa de los beneficios derivados de los recursos genéticos. Estipula que la conservación de la diversidad biológica es “interés común de toda la humanidad”, y que, si bien los estados tienen derechos soberanos sobre sus propios recursos biológicos ellos son responsables de la conservación de su diversidad biológica y de la utilización sostenible de sus recursos biológicos. Uruguay ratifica este Convenio por ley Nº 16048, en el año 1993.
· Convención Ramsar - Humedales de Importancia Internacional como habitat de aves acuáticas. 

Su finalidad es proveer lineamientos de acción nacional y cooperación internacional para conservación y uso sabio de los humedales y sus recursos. Asigna obligaciones generales a los Estados contratantes con relación a la conservación de humedales en sus territorios, con obligaciones especiales para los humedales que han sido designados en la Lista de Humedales de Importancia Internacional. Cada estado está en la obligación de listar por lo menos un sitio. Los humedales están definidos por la convención como :extensiones de marismas, pantanos, turberas o aguas de régimen natural o artificial, permanentes o temporarios, estancadas o corrientes, dulces, salobres o saladas, incluyendo las extensiones de agua marina cuya profundidad en marea baja no exceda de seis metros. Esta convención  fue firmada en Ramsar (Irán) en 1971 y se ratificó por ley Nº 15337 en 1982. Hasta la fecha Uruguay ha inscripto dos sitios Ramsar, los Bañados del Este en el departamento de Rocha y los Bañados de Farrapos, en el departamentod de Río Negro.
· Convención sobre Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestre (CITES).

Se refiere específica y exclusivamente al comercio. Su finalidad es controlar los mercados internacionales para contribuir a la preservación de especies en peligro de extinción. Establece tres apéndices que clasifican las especies según su status de conservación: Apéndice I, especies en peligro y el comercio internacional de las mismas está totalmente restringido; Apéndice II, especies que pueden estar en peligro si no se regula su comercio; Apéndice III, especies identificadas por una parte como sujeta a regulación dentro de su jurisdicción y que requiere cooperación internacional para el control del comercio.  Según la clasificación de una especie en particular, el comercio internacional está regulado por ciertos permisos que involucran a las autoridades de cada estado parte en cuanto al manejo científico de las mismas. Fue ratificado por ley Nº 14205 del año 1974.
· Convención de Bonn sobre especies migratorias. 

El objetivo es conservar especies de aves marinas y terrestres en todo su recorrido migratorio. Surgió de la recomendación de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y entró en vigor en 1983. Provee los lineamientos necesarios dentro de los cuales las partes deben actuar para conservar las especies migratorias y su hábitat. Se enfatiza la necesidad de estrechar la cooperación entre las partes de la CMS, en especial entre países desarrollados y aquellos en vías de desarrollo que hospedan las mismas especies migratorias en diferentes etapas de sus ciclos de vida. La ratificación por Uruguay  es por ley Nª16062 en el año1989

· Convención del Patrimonio Mundial, Natural y Cultural
El objetivos es designar áreas de “valor universal excepcional” como sitios de patrimonio mundial con el objetivo principal de fomentar la cooperación internacional para salvaguardar estas áreas. Estos sitios, que deben ser nominados por los Estados signatarios responsables, son evaluados con relación a su valor como patrimonio mundial y declarados por el Comité de Patrimonio Mundial. Adoptada en París en 1974, y ratificada por Uruguay en 1988, de acuerdo a la ley Nª 15964. El barrio histórico de la ciudad de Colonia del Sacramento integra la lista de sitios del patrimonio mundial desde 1995.

· Convención para la protección de la flora, de la fauna y de las Bellezas escénicas naturales de los países de América. 

Su objetivo es proteger el medio ambiente natural. Compromiso de los Estados a adoptar ciertas medidas de cooperación mutua para conservar la naturaleza, estableciendo parques, reservas y áreas protegidas y a tomar las providencias necesarias para administrar y conservar la flora y la fauna silvestres y proteger las especies en peligro de extinción. Este convenio fue ratificado en el año 1969, de acuerdo a la ley 13776

· Proceso de Montréal 

El Proceso de Montreal es el "Grupo de trabajo sobre criterios e indicadores para la conservación y el manejo sustentable de los bosques templados y boreales". Fue creado en Ginebra, Suiza, en junio de 1994 con la misión de establecer e implementar criterios e indicadores aceptados internacionalmente para la conservación y el manejo sustentable de ese tipo de  bosques.

En el año 1995, los países intervinientes acuerdan la “Declaración de Santiago” en la que expresan su compromiso político y aprueban un conjunto de siete criterios que están definidos por sesenta siete indicadores, susceptibles de medición, para el uso de sus respectivas autoridades, encargadas de formular políticas en relación a la gestión de los bosques. Uruguay adhiere a este proceso en 1995. Los criterios a que se hace mención son: 1) la conservación de la diversidad biológica; 2) el mantenimiento de la capacidad productiva de los ecosistemas forestales; 3) el mantemiento de la salud y vitalidad de los ecosistemas forestales; 4) la conservación y el mantenimiento de los suelos y las aguas; 5) el mantenimiento de la contribución de los bosques a los ciclos mundiales del carbono; 6) el mantenimiento y la pormoción de los múltiples beneficios socioeconómicos a largo plazo para satisfacer las necesidades de las sociedades; el marco jurídico, institucional y económico para la conservación de los bosques y el ordenamiento sostenible. La Dirección Forestal, organismo focal en el proceso es la encargada de orientar, promover y coordinar el sistema para implementar los criterios e indicadores a nivel nacional.

La incorporación al Grupo de trabajo es voluntaria y actualmente participan en él países de ambos hemisferios que poseen una gran variedad de condiciones naturales y sociales. 

De acuerdo al Proceso, se define Criterio como “una categoría de condiciones o procesos por medio de los cuales puede evaluarse el manejo sustentable de los bosques” y se caracteriza “por un conjunto de indicadores relacionados, que son medidos periódicamente para evaluar el cambio”. 

Un  indicador es “una medida de un aspecto del criterio. Una variable cuantitativa o cualitativa que puede ser medida o descrita y que cuando se observa periódicamente demuestra tendencias.”
· Convención de las NN. UU sobre Lucha contra la desertificación 

Esta convención busca adoptar un enfoque integrado dirigido a los aspectos físicos, biológicos y socioeconómicos de los procesos de desertificación y sequía. Uruguay la ratifica por ley Nª 17026 en 1999. En cumplimiento de las obligaciones asumidas de acuerdo al Artículo 5º, los países Partes, deben elaborar y dar a conocer al público, así como ejecutar los Planes o Programas de Acción Nacional de Lucha contra la Desertificación y la Sequía. Estos Programas deben elaborarse mediante un proceso de participación Pública continua, basados tanto en la experiencia práctica como en los resultados de la investigación; deberán relacionarse con otros planes nacionales coincidentes con las políticas nacionales vinculadas al desarrollo sostenible.

A tales efectos, y en el marco del cumplimiento de la aplicación efectiva de la CLD a nivel nacional, la Dirección Nacional de Medio Ambiente del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (DINAMA/MVOTMA) se encuentra actualmente desarrollando actividades conducentes al manejo y orientación del tema a nivel nacional. En enero de 2005, se presentó el lan de acción nacional de lucha contra la desertrificación y la sequía”.

· Convenio de Viena – Protección de la capa de ozono 

El objetivo del convenio es adoptar "medidas apropiadas ... para proteger la salud humana y el medio ambiente contra los efectos adversos resultantes o que puedan resultar de las actividades humanas que modifiquen o puedan modificar la capa de ozono;". El principal cometido del Convenio es alentar la investigación, la cooperación entre los países y el intercambio de información. Acordado en Viena, en 1985 y ratificado por el país por ley Nª 15896 de 1988.

· Protocolo de Montreal – Sustancias agotadoras de la capa de ozono

Tiene por objetivo eliminar la producción y consumo de las sustancias químicas agotadoras de la capa de ozono, beneficiando a los países desarrollados de un período de 10 años de gracia. Adoptada en 1987. Uruguay lo ratifica en 1990, por ley Nº16157.
· Convenio Basilea 

El objetivo es promover “la gestión ambientalmente sana”, con la  finalidad de proteger la salud humana y el ambiente minimizando cuando sea posible, la producción de deshecho peligrosos. ESM significa dirigir el tema hacia un “esquema integrado de ciclo de vida”, el cual involucra fuertes controles sobre la generación de deshechos peligrosos para su almacenamiento, transporte, reutilización, reciclaje, recuperación y disposición final. Ratificado por ley Nº 16221, 1992.

· Convenio de Estocolmo

El objetivo del Convenio es proteger la salud humana y el medio ambiente frente a los contaminantes orgánicos persistentes
, según el principio de precaución (principio 15 de la Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo).  Uruguay ratificó este Convenio el 31 de diciembre de 2003 por ley Nº 17732.

· Convención Cambio Climático 

La finalidad es estabilizar la concentración de gases efecto invernadero en la atmósfera a  niveles que impida interferencias antropógenas peligrosas en el sistema climático y en un plazo suficiente para que los ecosistemas se adapten naturalmente al cambio climático, asegurando que la producción de alimentos no se vea amenazada y permitiendo que el desarrollo económico prosiga de manera sostenible. Fue ratificado en 1994, ley Nº 16517. 

· Protocolo de Kyoto.

Los países firmantes de este protocolo acordaron, en el marco de la Convención arriba mencionada, que las naciones Anexo 1, principales responsables del cambio climático, reducirían sus emisiones de gases de efecto invernadero en un 5,2 % entre 2008 y 2012, a través de tres mecanismo:i) Comercio de emisiones entre países Anexo 1; ii) Implementación Conjunta; iii) Mecanismo de desarrollo limpio. Uruguay ratifica el protocolo en 2001, por ley Nº 17279. 

3.3. Pautas y normas de aplicación voluntaria 

· Código Nacional de Buenas Practicas Forestales 
El Código de Prácticas Forestales para Bosques Plantados es “un conjunto de prescripciones, procedimientos, conceptos y guías de trabajo estandarizados y

aplicables en la fase agraria del Complejo Forestal, las que en carácter de recomendaciones procurarán que dichos bosques sean gestionados sobre bases sustentables mínimas, cuando las mismas no hayan ya sido reglamentadas y tengan la característica jurídica de una ley o reglamentación, en cuyo caso será obligatoria su aplicación.” (San Román,2005 ) 

Este código es el resultado de un grupo de trabajo interinstitucional, interdisciplinario y multisectorial y su publicación tuvo lugar en el año 2004. Según San Román (2005) “refleja la experiencia uruguaya en el Sector Forestal, el estado del conocimiento técnico y la opinión de los principales agentes del sector.” 

Las prácticas recomendadas son acordes a la legislación nacional vigente en todo lo vinculado directa e indirectamente a las actividades forestales. 

El Código establece prescripciones y prácticas recomendables en materia de silvicultura, cosecha y protección, de manera que las operaciones forestales tomen en cuenta el recurso suelo, calidad, cantidad y  flujos de agua, flora y fauna, recursos genéticos, recursos paisajísticos, condiciones de seguridad y salubridad en el trabajo. 

. 

· Certificación forestal
La mayoría de las plantaciones forestales del país han sido certificadas por el Forest Stewardship Council (FSC) o Consejo de Administración Forestal. 

El FSC, una ONG sin fines de lucro integrada bajo el principio de la participación a propietarios forestales, industrias, organizaciones medioambientales, sindicatos y otros, tiene por objetivo de fomentar una gestión responsable en los bosques del planeta. 

“La certificación FSC es un sistema de evaluación independiente sobre la gestión que se realiza en bosques y plantaciones forestales que además incluye el seguimiento del producto forestal a lo largo de todo su proceso de transformación hasta su distribución final. De esta forma se garantiza al consumidor que el producto que lleva el sello FSC procede de una masa forestal certificada que se está gestionando con base al cumplimiento de unos niveles mínimos desde el punto de vista ambiental, social y económico. La certificación forestal y el etiquetado de productos derivados de la madera con el sello FSC permite al consumidor informado adquirir artículos sabiendo que proceden de bosques gestionados adecuadamente, de la misma manera que permite al propietario forestal que realiza una buena gestión en su monte, diferenciar sus productos de aquellos que no la hacen.” (WWF, Conservación bosques. www.wwf.es)
ANEXO

	Leyes y Decretos relativas a los bosques implantados

	Ley forestal Nº 15.939
Publicada el 9 de febrero de 1988
Promulgada el 28 de diciembre de 1987
	Prenda rural Nº 5.649
Promulgada el 21 de marzo de 1918
Publicada el 25 de marzo de 1918

	Decreto Nº. 451/88
Registro de prenda de bosques Promulgado el 6 de julio de 1988
Publicado el 14 de julio de 1988
	Decreto Nº. 452/88
Declaración de terrenos forestales Calificación de bosques patrimonio forestal del Estado
Promulgado el 6 de julio de 1988.
Publicado el 14 de julio de 1988

	Decreto Nº. 849/88
Combate de incendios forestales
Promulgado el 14 de diciembre de 1988
Publicado el 20 de febrero de 1989
	Decreto Nº. 931/88
Subsidio para la implantación de bosques
Promulgado el 30 de diciembre de 1988.
Publicado el 10 de julio de 1989

	Decreto Nº. 111/89
Prevención de incendios
Promulgado el 14 de marzo de 1989.
Publicado el 9 de mayo de 1989
	Decreto Nº. 247/89
Beneficios tributarios a los montes de protección y rendimiento
Promulgado el 24 de mayo de 1989.
Publicado el 23 de agosto de 1989

	Decreto Nº. 333/90
Ampliación de la superficie de suelos accesorios a los de prioridad forestal
Promulgado el 25 de julio de 1990.
Publicado el 7 de agosto de 1990
	Decreto Nº. 23/90
Registro y disposiciones referente a transporte de productos forestales
Promulgado el 23 de enero de 1990.
Publicado el 4 de abril de 1990
Derogado. Sustituido por Decreto Nº 24/93.

	Ley de Rendición de Cuentas y Balance Presupuestal
Nº 16.320
Art. 211, sustituye el art. 273 de la ley presupuestal Nº 16.170 del 28 de diciembre de 1990 en la redacción dada por el art. 183 de la ley Nº 16.226 del 29 de octubre de 1991.
Promulgada el 1 de noviembre de 1992.
Publicada el 17 de noviembre de 1992
	Ley Presupuestal 16.170
7 Artículos de Ley presupuestal, Nº 267 al 273 que modifican ley forestal
Promulgado el 28 de diciembre, 1990
Publicado el 10 de enero de 1991

	Decreto Nº. 22/93
Protección de bosque indígena
Promulgado el 12 de enero de 1993. Publicado el 4 de febrero de 1993
	Decreto Nº. 24/93
Sustituye el art. 16 del decreto Nº 452/88 del 6 de julio de 1988 (Autorización de corte del monte indígena).
Promulgado el 12 de enero de 1993.
Publicado el 4 de febrero de 1993

	Decreto Nº. 26/93
Nuevos grupos de suelos de prioridad forestal
Promulgado el 12 de enero de 1993
Publicado el 4 de febrero de 1993
	Decreto Nº. 330/93
Corta y extracción de productos forestales del monte indígena. Solicitud de autorización y guías para traslado.
Promulgado el 13 de julio de 1993
Publicado el 30 de julio de 1993

	Decreto Nº. 296/94
Modificación del art. 7º, decreto Nº457/89. Transferencia de bienes de activo fijo importado al amparo del decreto Nº457/89
Promulgado el 20 de junio de 1994
Publicado el 1 de julio de 1994
	Ley N° 16.002 (parcial)
Art. 45 Prestación de un subsidio de hasta 30% del ficto de plantación
Promulgada: 25/12/88
Publicada: 13/12/88

	Ley 16.226 (parcial)
Rendición de cuentas de Ejecución Presupuestal Ejercicio 1990. Art. 182 al 185; Art. 196 y 206. Modificación de sanciones sobre la corta de monte indígena.
Promulgada: 29/10/91
Publicada: 6/11/91
	Decreto 733/91 (parcial)
Normas referentes a exoneración de impuestos que recauda la Dirección General Impositiva
Promulgado: 30/12/91
Publicado: 4/2/92

	Decreto 743/91 (parcial)
Art. 1 y 2 Reglaméntase normas tributarias contenidas en la Ley 16.226, referente a lo que se entiende por productos de origen forestal
Promulgado: 30/12/91
Publicado:25/2/92
	R.D. N°17-36/93 Resolución Interna del Banco de Previción Social. Exoneración de gravámen por las contribuciones especiales de seguridad social a los "bosques naturales protectores"
Promulgado: 25/5/93

	Decreto N° 412/93
Vehículos automotores utilitarios
Promulgado: 16/9/93
Publicado: 22/9/93
	DecretoN° 212/97
Incremento del Subsidio
Promulgado: 18/6/1997
Publicado: 3/9/97

	Ley 17.124
Sociedades anónimas
Promulgada: 15/6/99
Publicado: 6/6/99
	Decreto N° 372/99
Reglamentación de las condiciones de trabajo, en materia de seguridad, higiene y salud ocupacional en sector forestal
Promulgado: 26/11/99
Publicado: 1/12/99

	Ley 17.228
Dispónese que los contratos de prendas sin desplazamiento quedan sujetos a las disposiciones que se determinan, del Código Civil, y del Decreto Ley 14.701
Promulgada: 7/1/2000
Publicada: 24/1/2000
	Decreto N° 131/00
Fijación de la tasa por la expedición de guías para tránsito de productos forestales provenientes del monte indígena.
Promulgado: 10/5/2000
Publicado: 17/5/2000

	Ley 17.555 del año 2002: Art. 75.- Agrégase al Art. 1782 del Código Civil, en la redacción dada por el Decreto Ley N° 15.576 de 15 de junio de 1984, el sigu. Inciso: “Exceptúase asimismo, el arrendamiento de inmuebles con destino a forestación de acuerdo a lo preceptuado por el Art. 5° de la Ley 15.939, cuyo plazo máximo será de treinta años. El que se hiciera por mayor tiempo caducará a los treinta años”
	Ley 17.453 de 28 de febrero de 2002
Redúcese a partir 1° de enero 2004 la partida  dispuesta por el Art. 219 Ley 17.296 y el subsidio establecido en el Art. 45 Ley 16.002. (2004   - 25%,  2005- 50%, 2006 -75% ). Eliminase a partir del 1° enero 2007 la partida y el subsidio

	Ley 17.843 de  8 de octubre 2003.-  Exonera de impuestos referidos en los num.3° y 4° del Art. 63 del Título III del Texto Ordenado 1996 a las actividades de descortezado, trozado y chipeado realizadas sobre bosques propios calificados como protectores o rendimiento por la DGF
	Decreto 188/02  de 23 de mayo de 2002.- Se sustituyen los arts. 7,8,9 10 del Decreto N° 849/88 de 14/12/88  Refiere al Plan de protección contra incendios forestales.- Relacionado con este tema se emitió la Resolución de la DGF e instructivo correspondiente.

 

	Decreto 209/03 de 28 de mayo de 2003.- Refiere a régimen de tributación de la actividad forestal
	Ley N° 17905 de octubre de 2005
Eliminación de subsidio

	Decreto N° 154/05 de 9 de mayo de 2005 .- Derogase el Decreto 333/90 , sin perjuicio de su aplicación a los proyectos de plantación de bosques que se hayan presentado con anterioridad a la fecha de publicación de este decreto.-de mayo de 2005
Derogación Decreto 333/90
	Decreto Interpretación del Decreto 154/05. De 16 de junio 2006

	 Decreto191/06. De 16 de junio 2006. Modificación de Suelos de Prioridad Forestal
	Decreto 220/06. De 10 de julio 2006. Modificación art. 3° del Decreto 191/06


� Según Agostini (2001) “los contaminantes orgánicos persistentes, tienen propiedades tóxicas, son resistentes a la degradación, se bioacumulan y son transportados por el aire, el agua y las especies migratorias a través de las fronteras internacionales y depositados lejos del lugar de su liberación, acumulándose en ecosistemas terrestres y acuáticos.





